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No de Reqíst ro: .  3296/95

ASIDEO: Cuestión de incons-

t i tucionalidad planteada

por e1 Juzgado de 1o Social-

núm. 1- de zaragoza .

SOBRE: Disposic ión Deroga-

tor ia  Única del  ReaI  Decre-

to  Leg is la t i vo  l / t 994 ,  d€

20 de jun io,  por  eI  que se

aprueba el- Texto Refundido

de la Ley General- de la

Segur idad Socia l .

A U T O

I. A¡ITECEDE¡ITES

1. El día 27 de septienibre de 1995 tuvo entrada en el-

Registro General de este Tribunal un escrito del Magistrado del-

i luzgado de 1o Social núm. 1 de zaragoza aI que se acompaña,

junto aI testimonio de1 correspondiente procedimiento, €1 Auto

del- referido ,Juzgado de 13 de septiembre de 1995, en el que se

acuerd.a plant.ear cuestión de inconstitucionalidad en relación

con Ia Disposic ión Derogator ia  Única del  Real  Decreto Legis la t i -

vo L/L994, d€ 20 de junio, por el que se aprueba el- Texto
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Refundido de Ia Ley General de la Seguridad Social, por su

pos ib le  con t rad i cc ión  con  l os  a r t s .  9 .3  y  1 -22 .1 - ,  en  re lac ión  con

e I  a r t .  8L .2 ,  82 .3  y  B2 .5  de  I a  C .E . .

2.  La cuest ión t rae causa del  recurso contencioso-admin is-

t,rativo promovido por doña .fuana María urio Pardo, personal

estatutario al- servicio del- INSALUD, ante e1 ,Juzgado de 1o

Socia l  núm. 1 de zaragoza conLra e l  lnst i tu to Nacíonal  de la

Salud y doña Teresa Arrencibia Rodríguez sobre adjudicación de

una p laza de Auxi l iar  de Enfermería.

E1 ,Juzgado de 1o Social núm. 1- de zaragoza, por Auto de 26

de octubre de 1994, declaró Ia incompet.encia de la jurisdicción

del- orden social para conocer de Ia demanda, previniendo a la

demandante que podía acudir ant,e la jurisdicción contencioso-

administrativa. Dicho Aut,o fue conf irmado en reposición por Aut,o

del mismo Juzgado de 10 de noviembre de 1-994.

Promovi-do por la actora recurso de suplicación contra l-os

referidos Autos, 1á Sal-a de 1o Social de1 Tribunal Superior de

.fusticia de Aragón, en Sent,encia de 1-0 de mayo de 1995, estimó

eI  recurso in terpuesto y ,  en consecuencia,  dec laró 1a competen-

c ia del  orden jur isd icc ional  soc ia l  para conocer  de Ia  contro-

ve rs ia .

3. EI ,Juzgado de 1o Socia1 núm. 1- de Zaragoza, una vez

concl-uido el- procedimiento y dentro del plazo para dict,ar

Sentencia,  acordó,  por  prov idencia de 1-9 de ju l io  de 1-995,  o i r

a  las par tes personadas y a1 Min is ter io  F iscal  para que en eI

común e improrrogable plazo de diez días pudieran formular

alegaciones sobre 1a pert inencia de p]antear cuest. ión de

inconst i tuc ional - idad en re lac ión con la  "Disposic ión Derogator ia

Ún ica ,  apa r tado  a ) .1  de l  Rea l  Dec re to  l , eg i s la t i - vo  t / t 99+ ,  de  20

de junio, por eI que se aprueba el Texto Refundido de la Ley

General de Ia Seguridad Social, 1r €fr tanto en cuanto declara en

vigor ,  s in  mat izací6n a lguna,  e1 ar t ícu lo 45 del  Decreto 2065/-

1-974, de 30 de mayo, por el que se aprobó eI Texto Refundido de
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1a Ley Genera l  de 1a Segur idad Socia l ,  (por  s i  pudiera)  contra-

r i a r  t o  d i spues to  en  l os  a r t í cu los  9 .3  y  122 .1 - ,  en  re Iác ión  és te

con e l  ar t .  8 l - .2 ,  d€ Ia  Const i tuc ión Españo1a v igente,  d l

defer i r ,  aparentemente,  a  Ia  jur isd icc ión soc ia l ,  competencia

para e l  conocimient .o  de 1os asuntos l i t j -g iosos susc i tados entre

eI  Inst i t .u to Nacional  de la  Salud y  e1 personal  estatut .ar io  a su

serv ic io  pese a l  carácter  admin is t rat ivo de la  re lac ión de

serv ic ios y  s in  ostentar  e l  rango de t  ey Orgánica"  .

Únicamente evacuó el- trámite de alegaciones conferido eI

Min is ter io  F iscal ,  qu ien consideró que no procedía e1 p lantea-

miento de la  cuest ión de inconst i tuc ional idad,  por  ser  pos ib le

l-a acomodación por vía interpretativa de Ia norma controvert ida

al- ordenamiento constitucional.

4. En Ia fundamentación del Auto de planteamiento, €1

órgano jud ic ia l  proponente real iza,  en s ínt ,es is ,  las s igu ientes

considerac iones :

A) EI Texto Art iculado primero de la Ley de Bases de Ia

Segur idad Socia l ,  aprobado por  Decreto 907/L966,  de 21-  de abr i1 ,

en su ar t .  39 otorgaba a1 Inst i tu to Nacional -  de Prev is ión y

demás entidades gestoras de anáIoga estructura Ia naturaleza de

ent idades de Derecho Púb1ico,  inst i tu idas y  tu te ladas por  e l

Min is t .er io  de r rabajo para 1a gest ión de la  Segur idad Socia l ,  y

en su art. 45 se regulaba el régimen de1 personal de las

ent idades gestoras.  E1 apar tado t "  de l  mencionado ar t ícu lo decía

que 1a relacj-ón entre 1as ent, idades gestoras y e1 personal a su

serv ic io  se regulará por  1o prev is to en los Estatutos de

Personal ,  aprobados por  e l  Min is ter io  de Trabajo o,  €D su caso,

por  e1 Estatuto Genera l - ,  aprobado por  e1 propio Min is ter io .  E l -

apar tado 2"  establecía que s in  per ju ic io  del  carácter  estatuta-

r io  de d icha re lac ión,  la  jur isd icc ión de t rabajo será competen-

t.e para conocer de las cuestiones cont,enciosas que se susciten

entre las ent, idades gestoras y su personal, exceptuando en su

apartado 3" los nombramientos y separaciones del personal

directivo o que ocupara cargos de confiar:za. El Texto Refundido
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de la Ley General de Seguridad Social, aprobado por Decreto

2065/1,974,  de 30 de mayo,  reproducía exactamente e l  tenor

l i t e ra l  de  1os  c i t ados  a r t s  .  39  y  45 .

Por  su par te,  €1 ReaI  Decreto- ley 36/1978,  d€ 1-6 de

noviembre, define como una de 1as entidades gestoras de la

Seguridad Socia1 que crea ex novo a1 Insti tuto Nacional de la

Salud, determinando que Ia gestión se 11evará a cabo, bajo la

d i recc ión y  tu t ,e la  del  Min is ter io ,  con su jec ión a pr inc ip ios de

simpl i f icac ión,  rac ional izac i - ín ,  economía de costes,  e f icac ia

socia l  y  descentra l izac ión por  1as ent ídades gestoras que crea,

con su jec ión a Ios pr inc ip ios de so l idar idad f inanciera y  unidad

de  ca j  a  ( a r t  .  L . t  . 2 )  .

Pese a Ia indudable naturaleza administrativa, gü€ no

funci -onar ia l ,  d€ l -as re lac iones de serv ic io  ent re e1 personal

estatut ,ar io  de 1as ent idades gestoras de 1a Segur idad Socia l  y

éstas,  Ia  jur isd icc ión labora l  conoció de los procesos der ivados

de las mismas, ro porque fueran de índole laboral, sino por

cuanto así  1o especi f icaba concretamente e l  ar t  .  45.2 de la  Ley

General de Ia Seguridad Social- en su Texto Refundido de 30 de

mayo de 1-974, eü€ se mantuvo y no sufrió alteración, en Io que

se ref iere a las re lac iones deI  personal  estatutar io  aI  serv ic io

de1 Inst. i t ,uto Nacional de la Salud, después de Ia derogación

parc ia l  de l  c i tado precepto 1egaI  por  1a Disposic ión Derogator ia

r .b )  de  Ia  Ley  30 / t9e4 ,  d€  2  de  agos to ,  € f l  r e lac ión  con  su

D ispos i c ión  Ad ic iona l -  1 -6 .L .  P r ima  fac ie ,  po r  1o  tan to ,  l d

competencia jur isd icc ional  venía at r ibu ida a la  jur isd icc ión

labora l ,  Do por  raz6n de la  natura l -eza jur íd ica de Ia  misma,

gu€, evidentemente, entra de l leno en la declaración general que

real iza eI  ar t .  1  de la  Ley de 27 de d ic iembre de 1-955 regulado-

ra de Ia  jur isd icc ión contencioso-admin is t rat iva,  así  como en la

de l  a r t , .  9 . 4  de  I a  L .O .P .J . ,  y  en  abso lu to  den t ro  de l  supues to

genera l  recogido en e l -  ar t  .  9  .  5  de la  L.  O.  P. ,J .  ,  r i  t .ampoco en

Ios apartados específ icos y descript ivos que determinan la

competencia de 1a jur isd icc ión soc ia l  de l  ar t .  2  de l  Real

Decreto Legis la t ivo 521/1-990,  de 27 de abr i l ,  por  e l  que se
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aprueba el Texto Art iculado de Ia Ley de Procedimiento Laboral,

s ino por  eI  por t i l lo  ab ier to  por  su ar t .  2 .b)  y  de mano deI  ya

c i t ado  a r t .  45 .2  de  I a  L . c .S .S . .

B)  En Ia  actual idad se encuentra en v igor  Ia  Ley 30/1992,

de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones

Públicas y del- procedimiento Administrativo Común, entre cuyas

f ina l idades,  como pone de mani f iesto su exposic ión de mot ivos,

se encuentra l-a de "acabar con Ia indist inción existente en eI

ant,erior régimen aut,ocrático entre Gobierno y Administ,ración, en

consonancia con lo  d ispuesto en eI  ar t ícu lo 97 de Ia  Const í -

tución, regulando el régimen jurídico de 1a Administración de

forma armónica y concordante con los principios constituciona-

l-esrr, operando un cambio profundo en la regulación del procedi-

miento admin is t rat ivo y  en base a 1os pr inc ip ios de ce ler idad,

impulsión de oficio, modernidad y, sobre todo, estableciendo una

profunda modif icación del sistema de los recursos, organizado en

torno a dos l íneas básicas:  Ia  uni f icac ión de los recursos

ordinarios y el reforzamient.o de la revisión de oficio por causa

de nul idad.  En consonancia con eI Io ,  en su Disposic ión Adic ional

décima modi f  ica e l  ar t .  37.1-  de 1a l ,ey reguladora de la  jur is-

d icc ión contencioso-admin is t rat iva,  def i r iendo a l  conocimíentg

de ésta todas las cuest iones susc i tadas contra 1as d isposic iones

y actos de la Administ.ración que hayan puesto f in a la via

administrativa, d€ conformidad con l-o previsto en Ia ley de

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y de1 Procedi-

miento Administrativo Común.

Ha de resal tarse que su Disposic ión Adic ional  sext .a  deja a

salvo 1a competencia de1 orden jur isd icc ional  soc ia l  respecto de

los actos de Seguridad Social y desempleo, en los términos

prev is tos en e l  ar t .  2  de l  Texto Ar t icu lado de Ia  Ley de

Procedimiento Labora l ,  así  como su rev is ión de of ic io ;  gue Ia

Disposición Adicional séptima remite a su normativa especial Ios

procedimientos dir igidos a la imposición de sanciones por
j-nfracciones en el orden social- y para fa extensión de actas de

liquidación de cuotas de l-a Seguridad Social-; gue la Disposición
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Adicional octava remite a su específ ica normativa 1os procedi-

mientos de e jerc ic io  de Ia  potestad d isc ip l inar ia  de las

Administraciones públicas respect,o de1 personal a su servicio y

a quj -enes estén v inculados a eI Ia  por  re lac ión contractual ;  y ,

f inalmente, que 1a oisposición Derogatoria primera declara

derogadas todas l-as normas de igual o inferior rango en 1o que

contradi-gan o se opongan a 1o dispuesto en Ia citada Ley.

Pues b ien,  Ia  l ,ey 30/1-992,  de 26 de noviembre,  en su ar t .

2.2 declara que las entidades de Derecho PúbIico, con personali-

dad jurídica propia, vinculadas o dependient.es de cualquiera de

Ias edministraciones públicas, tendrán asimismo Ia consideración

de edmin is t rac ión públ ica.  Estas ent idades su jetarán su act iv i -

dad a 1a presente Ley cuando ejerzan potestades administrativas,

sometiéndose en el- rest,o de su actividad a 1o que dispongan sus

normas de creación.

Resul ta  ev ident ,e ,  pues,  1a incard inac ión del  Inst i tu t ,o

Nacional de l-a Salud en el ámbito de aplicación de Ia Ley

30/1992,  d€ 26 de noviembre,  según 1o d ispuesto en sus ar ts .  1

y 2,  de un lado,  por  ser  una ent idad esLat .a l  de Derecho Públ ico,

cuya norma Iegal de creación no indica que se regirá por las

normas del ordenamiento jurídico privado y, de otro, €f l  e1

concreLo aspecto que in teresa a1 objeto l - i t , ig ioso por  cuanto 1a

natura l -eza jur íd ica de 1as re lac iones ex is tentes ent . re  d icha

ent idad gestora y  eI  personal  estatutar io  a su serv ic io  son de

índoIe administrat. iva. De modo que cualquier cuestión que se

suscit,e entre e1 personal estatutario del INSAITUD y éste, cuya

naturaleza jurídica es de orden administrativo, habrá de

tramitarse en vía administrativa por las normas de la Ley

30/L992,  f ina l izando ta l  procedimiento,  necesar iamente,  por  un

acto de los recogidos en eI  ar t .  1-09 de d icha Lel r  e l  cua1,

según eI  ar t .  37 . I  de Ia  Ley reguladora de l -a  Jur isd icc ión

Contencioso-Administrativa en su nueva redacción, es susceptible

de rev is ión ante 1a jur isd icc ión especia l izada.  Dado que e l  ar t .

45 .2  de  Ia  L .G .S .S .  de f i e re  anóma la  y  as i s t , emát i camen te  1a

competencia de ta1 acLo a l -a  jur isd icc ión soc ia l  resul ta
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contrar io  a 1o d ispuesto en 1a tan repet , ida Ley 30/1-992 y,

consecuentemente, €fl  interpretación normativa, integradora,

sistemática y respetuosa con 1a norma const, i tucional ha de

entenderse derogado por la norma general contenida en Ia

Disposic ión Derogator ia  pr imera de la  c i tada Ley.

c) A continuación, e1 órgano judicial proponente reproduce

li teralmente 1a exposición de moLivos del Real DecreLo Legisla-

t ivo t /1 ,994,  de 20 de jun io,  por  e1 que se aprobó eI  Texto

Refundido de Ia Ley General de l-a Seguridad Social, cuya

Disposición Derogatoria Única dice que declara "en su apartado

a) . r ,  exp resamen te  v igen te  e l  a r t .  45  (en  genera l ,  s i n  c i t a r

apar tados especí f icos del  mismo,  que t iene t res)  de1 Decreto

2065/1074,  de 30 de mayo,  por  e l  que se aprobó en eI  anter ior

Texto Refundido -segundo- de Ia Ley General de la Seguridad

Socia l ,  re f i r iéndose a cont inuación a la  doct r ina recogida en l -a

STC 242 /1 ,993 ,  d€  i -  de  j u I i o " .

Pues bien, a Ia l-uz de todo l-o expuesto considera que la

Disposic ión Derogator ia  Única del  Real  Decreto Legis la t , ivo

l /a994,  d€ 20 de jun io,  puede incurr i r  en inconst i tuc ional idad

en cuanto:

a) Contraría el principio de jerarquía normativa, recogido

en  e l  a r t .  9 .3  de  Ia  C .E . ,  a I  dec la ra r  exp resamen te  v igen te  l a

to ta l i dad  de l  a r t .  45  de  Ia  L .G .S .S .  que  se  encon t , raba  con

anterioridad derogado en 1o referente a la atr ibución de

competencias a Ia jurisdicción laboral efectuada por su apartado

20 respecto a1 personal estatutario al- servicio del INSALUD por

la  Ley 30/L992,  de 26 de noviembre

b )  Concu l - ca r ía  l os  a r t .  82 .3  y  5  de  l a  C .E . ,  a I  i r  más  a l - l - á

de los I ími tes impuest .os por  la  de legación leg is la t iva,  que no

incluye ninguna sola posibi l idad de regular aspectos concretos

sobre at,r ibución de competencias a los dist int.os órganos de Ia

j u r i sd i cc i ón .
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c) Podría resul,t ,ar contrario a l-o dispuesto en eI art.

122 .1- ,  €r l  re lac ión con e l  ar t  .  83- .2 de Ia  C.  E.  ,  d l  dec larar

v i gen te  I a  t o ta l i dad  de l  a r t .  45  de  1a  L .G .S .S .  y ,  po r  cons i -

gu iente,  €1 apar tado 2"  de l -  mismo,  y ,  en consecuencia,  defer i r

a l  orden jur isd icc ional  soc ia l -  1as cuest iones contenciosas que

se susc i ten entre e1 personal  estatutar io  de Ias Ent idades

Gestoras de la Seguridad Socia1 y éstas, sin emplear Ia fórmul-a

de Ley Orgánica,  modi f icando,  €D este par t icu lar  aspecto,  €1

d i seño  p rev i s to  en  e l  a r t .  9  de  I a  L .O .P . ' J .  .

En def in i t iva,  la  re fer ida Disposic ión Derogator ia  Única

del  ReaI  Decreto Legis la t ivo t / t99+,  a1 declarar  v igente e1 ar t .

45 del  Texto Refundido de Ia  L.G.S.S.  per turba eL orden orgánico

de atr ibución de competencias, yd gue, aparentemente, otorga

competencia a Ia  jur isd icc ión soc ia l  para e l  conocimiento de

asuntos que ni pertenecen a Ia rama social del Derecho ní

consisten en reclamaciones en materia de seguridad social o

contra eI Estado cuando le atr ibuye responsabil idad 1a 1egís1a-

c i ón1abo ra1 (a r t . 9 .5L .o .P . . ] . ) .Pe r t ' u rbac ión9U€ ,@g ig ,

const. i tuye una cuestión interpretativa reservada al Tribunal

Constitucional por imperativo de Ia Ley Orgánica.

5.  La Sección Tercera,  por  prov idencia de 24 de octubre de

1995,  acordó tener  por  rec ib idas las actuaciones mediante las

que eI ,Juzgado de Io Social núm. 1 de zaragoza plantea cuestión

de inconst . i tuc ional idad en re lac ión con 1a Disposic ión Derogato-

r ia  ún ica del  Real  Decreto Legis la t ivo 1- /1 ,994,  d€ 20 de jun io,

por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de Ia

Segur idad Socia l ,  y  o í r  a l  F iscal  Genera l -  de l  Estado para gu€,

conforme establ ,ece e1 ar t .  37 . t  de la  LOTC y dentro deI  p lazo de

diez días,  a legara acerca de Ia  inadmis ión de d icha cuest , ión por

poder resul-tar notoriamente infundada.

6. El Fiscal- General- del Estado evacuó el- trámite conferido

mediante escrito registrado con fecha 13 de noviembre de t995,

en el que interesó la inadmisión de la cuestión de inconst, i tu-

c ional idad por  resul tar  notor iamente in fundada (ar t .  37.1 LOTC),
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en base a las alegaciones que a continuación de extractan:

a) Considera carente de contenido 1a aducida violación deI

p r i nc íp io  de  j e ra rqu ía  no rma t i va  (a r t .  9 .3  C .E . ) ,  en  cuan to  Ia

o isposic ión Derogator ia  única del  apar tado a) .1  del  ReaI  Decreto

Legis la t i -vo L/ : -994,  de 20 de jun io,  dec lara expresament ,e v igente

e I  a r t .  45 .2  de I  Dec re to  2065 /L974 ,  de  30  demayo ,  gu€  e I  ó rgano

proponente estima derogado, ya que no se trata de un problema de

jerarquía normativa str icto sensu, sino de un problema de

interpret,ación de normas eu€, como ta1, es obviamente una

cuestión de legalidad ordinaria atr ibuida con carácter exclusivo

a los Jueces y  Tr ibunales ex ar t  .  LL7.3 de la  C.  E.  .  Como se pone

de mani f iesto en e l  Auto de p lanteamiento de la  cuest ión,  1á

supuesta derogación del  c i tado ar t .45.2 es consecuencia de una

tarea hermenéutica que hace e1 'Juzgador, que reviste carácter de

legalidad ordinaria y que incl-uso en ciert,os supuestos haría

innecesaria Ia promoción de una cuestión de ínconstitucionali-

dad .

En realidad, 1o que se intenta es un verdadero t.rueque de

órdenes jur isd icc ionales,  pues ha ex is t ido una bata l la  jur isd ic-

cional- en toda regla entre 1os órganos del orden social y los

de1 cont.encioso-administrat. ivo, a la que puso f in el Auto de la

Sala de Confl ictos del Tribunal Supremo de z de jul io de 1-994,

mediante el que se defir ió 1a compet,encia aI orden social. Es

evidente que las normas de competencia jurisdiccional pueden ser

objeto de una cuest ión de inconst , i tuc ional idad (SSTC 55/1-990,

224/1-993,  t t4 /1-994;  ATC L32/1-992)  ,  pero en e l  presente supuest ,o

se trata, más bien, d€ censurar no una norma, sino Ia interpre-

tación que pueda darse a unas normas en juego.

Además, flo cuadra eI planteamient,o argumental del- órgano

proponente con Ia constante doctrina de este rr ibunal recogida,

en t re  o t ras  reso l -uc iones ,  € r  l as  SSTC 4 /1 ,981 ,  8 l / 1 -983 ,  79 /1 '991 ,

1 ,85 /1 ,992  y  1 ,77 /1 ,993 ,  as í  como en  l os  AATC 230 / ] -982  y  292 /1 '983 .

En efecto, la norma cuestionada declara expresamente vigente el

a r t .  45 .2  de l  Rea I  Dec re to  2065 /L974 ,  de  30  de  mayo ,  y  e I Io
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prima facie no parece que por 1a nat,uraleza de aquéI1a, ni por

su encadenamiento normati-vo con otras normas de rango 1ega1

antecedentes o contextuales con e1 Real  Decreto Legis la t ivo

1,/1,994, d€ 20 de junio, inf r inj a en modo alguno eI rango

j erárquico de normas que se protege en el art .  9 .3 de l-a C. E. .

La pretensión de que los pleitos que se suscj-tan en el ámbito

del  mencionado ar t .  45.2 se vent i len en e l  orden contencioso-

administrativo y no en el sociaf es atendible en eI plano

dogrmático o en eI legislat ivo e incluso se ha intentado en el

jur isd icc ional  con sa ldo de f racaso,  pero no es posib le  atender-

l-a en eI orden constitucional por la mera vinculación dialéct, ica

con  e I  a r t .  9 .3  de  l a  C .E .  y  e l  p r i nc ip io  de  j e ra rqu ía  no rma t i -

va .

B)  De oLra par te,  esLima que tanto la  natura leza de la

de legac ión  l eg i s la t i va  (a r t .  82 .3  C .E . ) ,  como Ia  auLor i zac ión  a

e fec tos  de  re fund i r  t ex tos  l ega les  (a r t .  82 .5  C .E . )  se  han

respetado en este caso.  En efect ,o ,  €1 Real  Decreto l ,eg is la t ivo

t /L994 y,  especia lmente,  Ia  d isposic ión derogator ia  cuest ionada

tenían Iegí t imamente,  y  cas i  ob l igator iamente,  enLe sus f ines la

derogación de diversas normas de varios textos legales a

re fund i r ,  en t re  e I l os ,  €1  Dec re to  2065 /1974 ,  de  30  de  mayo .  La

opción por mantener Ia vigencia del art. 45.2 del mencionado

Decre to  no  i n f r i nge  en  n ingún  modo  e l  a r t .  82 .3  de  l a  C .E . .  Lo

que pret.ende e1 órgano judicial proponente es corregir Lan

legí t ima decis ión,  en aras de una in terpretac ión s is temát ica muy

respetable en términos de legalidad ordinaria, pero que no puede

implicar Ia expulsión de1 ordenamiento jurídico de1 precepto

cuest, ionado, pues en modo alguno contraría los arts . 82.3 y 5 de

la  C .E . .

C) Tampoco puede prosperar -en opinión del Fiscal General

de1  Es tado -  Ia  supues ta  \  r l ne rac ión  de1  a r t .  122 .L ,  en  re lac ión

con  e I  a r t .  81 .2 ,  ambos  de  Ia  C .E . ,  a l  en t rega r  I a  d i spos i c ión

Iega1 cuestionada eI contenido del reiteradamente mencionado

ar t .  45 a l  orden jur isd icc ional  soc j -a l  s in  emplear  1a fórmula de

Ley Orgánica, modif icando de esta forma e1 diseño previst.o en eI
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ar t  .  9  de  l a  L .  O .  P . , J .  .  De  un  l ado ,  po rque  l a  D ispos i c ión

Derogatoria única deI Real Decreto Legislatj-vo t/ ]-994 no crea ex

novo una regla competencial, sino que permite la pervivencia en

e l  t i empo  de l  a r t .  45 .2  de l  Dec re to  2065 /1974 ,  de  30  de  mayo .  De

otro, porque Ia integración del- supuesto de fondo en el orden

jurisdiccional se hace por a1 vía interpretaLiva que int,egra una

plural idad de normas en juego, tarea que ha l levado a efecto Ia

jur isd icc ión ord inar ia .  En esta instanc ia no ha prosperado la

tesis del órgano proponente, quien pretende extrapolar este

problema de legalidad ordinaria a la jurisdicción const. i t .ucio-

na1, pretensión que en modo alguno puede acogerse.

II. FI'¡IDAIÍEIüTOS iN'RIDICOS

1.  La presente cuest ión de inconst i tuc ional idad p lanteada

por eI ,Juzgado de 1o Social núm. 1 de zaragoza respecto a la

Disposic ión Derogator ia  única,  apar tado a) .1 ,  de l  ReaI  Decreto

Legis la t ivo t / t994,  d€ 20 de jun io,  por  e l  que se aprueba e l

Texto Refundido de Ia r,ey General de la Seguridad Social es

idént ica a las cuest iones de inconst i tuc ional idad núms.  1-003 y

2334/95,  susc i tadas por  eI  mismo órgano jud ic ia l  en re lac ión con

Ia mencionada Disposición e inadmitidas a trámiter por ser

notor iamente in fundadas (ar t .  37.2 LOTC),  por  AATC 259 y 260/95,

de 26 de septienibre, cuya doct,r ina, €D consecuencia, f lo procede

sino reproduci r .

2. Se cuestiona formal-ment,e Ia constitucionalidad de la

citada oisposición Derogatoria en cuant,o "dec1ara expresament.e

en  v igo r "  e l  a r t , .  45 .2  de l  Dec re to  2056 /1 -974 ,  de  30  de  mayo ,  y ,

consiguientemente,  establece una regla de competencia jur isd ic-

cionalr por entender que wulnera eI principio de jerarquía

normat iva.  No cabe s in  embargo admi t i r  este efecto const i tuc io-

nal porque la vigencia de dicho precepto, resultado de su no

inclusión entre 1os que se citan como derogados en eI texto
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refundido y que no excluye 1a posibi l idad de su derogación por

una norma legal posterior, planteará en todo caso una cuest. ión

de legalidad de Ia que corresponde entender a los Tribunales

ordinarios mediante Ia interpretación de 1as normas en juego,

función en defini-t iva cumplida por Ia Sala de Confl ictos del-

Tribunal Supremo, cuyo Auto de 7 de jul io de 1994 declaró la

competencia del  orden jur ísd icc ional  soc ia l .  No se t ra ta,  pues,

de Ia inconstitucionalidad de una norma de competencia jurisdic-

cional, sino de una cuestión de interpret,ación de las diversas

normas vigentes y aplicables para determinar dicha competencia;

problema ajeno a un proceso como éste, cuya f inal idad no es la

de resolver controversias interpretativas acerca de Ia competen-

c ia de órganos jur isd icc ionales.  La cuest ión,  pues,  es inadmis i -

ble por notoriamente infundada en este aspecto, ya que la norma

formalmente cuestionada no se opone al alegado principio de

jerarquía normativa, 1o cual exigiría que 1a colisión tuviera

lugar entre normas de dist into rango, cuando en este caso se

seña1a una co l is ión entre las que 1o t , ienen igual  ( i ,ey 30/1"992

y Decreto Legis la t ivo r /L994) ,  ta l  como 1o entendió la  Sala de

Confl ictos del Tribunal Supremo, órgano judicial competente para

1a resolución de los conff ictos de competencia que puedan

suscitarse ent,re Juzgados y Tribunales de dist, into orden

ju r i sd i cc i ona l  ( a r t .  50  L .O .P .J . )  i n t e rp re tando  a l  e fec to  l a

leg is lac ión v igente.

3. Tampoco cabe entender que eI Gobierno se haya excedido

en e l  r rob jet ,o  y  a l -cancerr  de la  delegación leg is la t iva,  a l  no

incl-uir entre los que declara derogados un precepto del que

resultaría rrdeclarada en vigor'r una regla de competencia

jud ic ia l .  AI  contrar io ,  deben entenderse respetados t .anto Ia

de legac ión  l eg i s la t i va  en  su  na tu ra leza  (a r t .  82 .3  C .E . )  como e l

f in de que 1a autorización haya de ser para refundir textos

l ega les  (a r t .  82 .5  c .E . ) .  As í ,  en t re  l os  f i nes  a t r i bu idos  a I

Real  Decreto Legis la t ívo t /1-994 y,  en par t icu lar ,  a  Ia  d isposi -

ción derogat,oria cuestionada se encontraba cl-aramente eI de

derogar diversas normas de los varios textos a refundir (entre

e l Ios ,  e1  Dec re to  2065 /1974 ,  de  30  de  mayo) ,  po rque  1a  D ispos i -



@

ffi
gtr,ffi

TRIBUNAL
CONSTITUCIONAL

5, W3,ü,*

t ,

u=

o
o

:t
o
o

E
€

4

I

0 0582430

c ión F inal  pr imera de l -a  Ley 26/1990,  de 20 de d ic iembre,  por  Ia

que Se establ-ecen en Ia Seguridad Social- prest,aciones no

contributivas, facuftaba aI Gobierno para la elaboración de un

Texto Refundido que regularice, aclare y armonice dicha L€y,

en t re  o t ros  tex tos  l ega Ies ,  con  e l  Dec re to  2056 /1974 ,  de  30  de

mayo, €fl  eI que se recoge 1a mencionada regla de competencia

jur isd icc ional  (ar t .  45.2)  .  En consecuencia,  13 no inc lus ión de

est,e artículo entre 1os que declara expresamente derogados no

in f r i nge  e1  a r t .  82 .3  C .E .

4. Para el órgano judicial proponent,e la regla de compe-

tenc ia jur isd icc ional  cuest ionada wul -nera también Ios ar ts .  81

y  L22 .1 -  de  l a  C .E . ,  d I  regu la r  una  ma te r ia  rese rvada  a  l a  Ley

Orgánica del Pod.er Judicial, por no revestir carácter orgánico

el  texto Iega1 en e l  que aquéI1a se recoge y modi f icar ,  s in

rango suf ic iente para e l1o,  e l  d iseño que del  orden jur isd ic-

c ional  contencioso-admin is t rat ivo y  del  orden jur isd icc ional

soc ia l  ha  e fec tuado  e I  a r t .  9 . 4  Y  5  de  l a  L .O .P . ' J . .

En cuanLo a Ia existencia de la reserva de Ley orgánica,

basta para desestimar la imputación de inconstitucionalidad con

recordar la reiterada doctrina de este Tribunal de que 1a

reserva de Ley Orgánica carece de efectos retroactivos Y, por

t,ant.o, no es exigible respecto de las normas preconstituciona-

Ies,  como es eI  caso del -  Decreto 2056/L974,  pues ta l  reserva no

exis t ía  cuando éstas fueron promulgadas (SSTC 1-1, /1981, ,  36/L982;

AATC 1 -393  / t 982 ,  286 /A989)  .

Pero,  especia lmente,  1a desest imación de eSLa imputac ión de

inconstitucionalidad también se impone si consideramos que en la

STC 224/ !993,  cuya doct r ina re i tera Ia  STC 254/1,994,  habíamos

declarado,  en re lac ión aI  a lcance de la  expres ión "const i t .uc ión

de ,Juzgados y Tribunales", que ésLa debe comprender como mat,eria

reservada a Ia  L.  O.  P. , I .  r r  la  inst i tuc ión de los d i f  erentes

órdenes jur isd icc ionales y  Ia  def in ic ión genér ica de su ámbi to

de  conoc im ien to  l i t i g i oso . . .  r r .  Lo  cua l  r rno  exc luye ,  S in  embargo ,

Ia posibi l idad de colaboración int,ernormativa ent,re Ley orgánica
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y ley ordinaria, de modo que es constitucionalmente legít imo que

el legislador ordinario, siempre que respete el diseño o 1a

definición in abstract,o que de cada uno de los órdenes jurisdic-

c ionales haya efectuado e l -  leg is lador  orgánico,  "concreLe las

materias objeto del conocimiento de tales órdenes" o rratr ibuya

a determinado orden jurisdiccional e1 conocimiento de tales o

cuales asuntos, integrando los enunciados genéricos de 1a

L .O .P .J .  r '  ( f undamen to  j u r í d i co  3 )  .

En este caso,  ld  reg la de competencia jur isd icc ional

cuestionada, que en su opinión "declara expresamente en vigor't

aquella Uisposición Derogatoria, no crea una norma competencial,

s ino que se l imi tar ía  a at r ibu i r  a I  orden jur isdícc ional  soc ia l

eI conocimiento de una determinada y concreta clase de asuntos.

No puede, pues, considerarse wulnerada la reserva insti tuida a

favo r  de  l a  L .O .P . , J .  po r  e I  a r t .  122 .1 -  de  l a  C .E . .

5. En relación con l-o anterior, procede también examinar el

grado de acomodo de Ia regla de competencia jurisdiccional

impugnada a las prev is iones de 1a L.O.P. . f  . ,  gü€,  como propias de

la reserva reforzada insti tuida por la Constitución, gozan de l-a

fue rza  ca rac te r í s t i ca  de  l as  Leyes  Orgán icas  (a r t .  B t .2  C .E .  ) ,

de modo que Ia legislación ordinaria no puede excepcionar

f ronta lmente o contradeci r  e1 d iseño que de los d is t in tos

ó rdenes  j u r i sd i cc iona les  haya  es tab lec ido  l a  L .  O .  P .  ' J .  .

Sost. iene eI órgano judicial proponente que 1a atr ibución a

la jur isd icc ión soc ia l  de l -as cuest iones contenciosas que se

susci ten entre e1 personal  estatutar io  a l  serv ic io  de las

Entidades Gestoras de Ia Seguridad Social y ést,as perturba el

d iseño que de d icho orden jur isd icc ional  ha est .ab lec ido e1 ar t .

9 .5  de  Ia  L .O .P . i f  . ,  po rque  t ra tándose  de  En t i dades  Es ta ta les  de

Derecho PúbIico las rel-aciones existentes con e1 personal

estatutario a su servicio son de índole administrat, iva y por

tanto 1as cuest iones cont .enc iosas que se susc i ten entre éste y

aquéllas han de atr ibuirse a l-os Tribunales de1 orden jurisdic-

c ional  contencioso-admin is t rat ivo.  Cuest ión ésta que ha venido
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constituyendo una de las zonas de int,erferencia entre el orden

jur isd icc ionat  soc ia l  y  e I  conlenc ioso-admin is t rat ivo.

Mas, a1 margen de consideraciones de conveniencia legisla-

t iva,  1o c ier to  es que 1a regla de competencia jud ic ia l  cuest . io-

nada cont ,en ida en e l  ar t .  45.2 de1 Decreto 2Ose / tg l+ no excep-

ciona frontalmente o contradice la delimitación de 1os órdenes

j  ur i  sd icc ionales contencioso -  admin i  s t ra t  ivo y  soc ia l  establec ido

en  e1  a r t .  9 . 4  y  5  de  1a  L .O .P .J . ,  cuyos  enunc iados  gené r i cos

requieren una ulterior concreción por normas legales específ icas

como prevé el párrafo 1- de1 citado artículo (ATC 1'32/1-992). En

e f  ec to ,  € f  a r t .  9  . 5  de  l a  L .  O .  P . , J .  a t r i buye  a l  conoc im ien to  de

los Tribunales y ,Juzgados del- orden jurisdiccional social, enLre

otras cuest iones,  " Ias rec lamaciones en mater ia  de Segur idad

Socia l t r .  Y esta expres ión se ha in t ,erpretado por  la  doct r ina

como no circunscrita sóIo al- campo prestacional, sino como una

referencia general a 1a aplicación de la normativa de Seguridad

Social en bloque, incluidas las rel-aciones entre los empleados

de las Ent idades Gest ,oras de 1a Segur idad Socia l  y  éstas;  así  1a

regla de competencia judicial cuestionada result.aría perfecta-

mente incardinable en Ia citada expresión. Aunque de e1lo se

der ive Ia  rev is ión por  e l -  orden jur isd icc ional  soc ia l  de un acto

administrativo dictado por una entidad púbIica, aquella regla

competencia l  no contradice eI  d iseño prev is to en eI  ar t .  9 .4 y

5  de  Ia  L .O .P .J . ,  pues  de  sus  genér i cos  enunc iados  en  Ia

delimitación del ámbito de competencias de los órdenes jurisdic-

c ionales contencioso-admin is t rat ivo y  soc ia l ,  cuya concrec ión

corresponde a1 legislador ordinario, no puede deducirse un

pronunciamiento definit ivo acerca de Ia incardinación de los

actos admin is t rat ivos en mater ia  soc ia l ,  s ino so lamente de éstos

en 1os cuales concurre,  según este cr i ter io ,  Id  doble condic ión

de  ac tos  admin i s t ra t i vos  (a r t .  9 .4  I ' .O .P . , J . )  y  ap l i ca t i vos  de  l a

l eg i s l ac i ón  soc ia l  ( a r t  .  9  .  5  L .  O .  P . . I .  )  .

Por otro lado, Id cuest, ión plant,ea materialmente, como

antes decimos, üfl  problema de competencia entre órdenes juris-

diccionales respecto a la j-nterpretación de los apartados 4 y 5
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det  ar t .  9  de Ia  I , .O.P.J.  y  normas que los desarro l lan,  problema

gü€, en 1a 1ínea expuesta, ha sido expresamenLe resuelLo por una

reiterada doctrina de la Sal-a de Confl ictos del Tribunal Supremo

interpretando al máximo nivel la legislación vigente.

En definit iva, no puede estimarse que Ia regla de competen-

c ia  j ud i c ia l  de1  a r t .  45 .2  de l  Dec re to  2056 /1 '974  se  oponga  o

contradiga e1 diseño que de los órdenes jurisdiccionales

con tenc ioso -admin i s t ra t i vo  y  soc ia l  es tab lece  e I  a r t .  9 .4  y  5  de

la  L .O .P . , J .  y  que ,  po r  10  t an to ,  wu lne re  l os  a r t s .  122 .1 -  y  81  de

Ia  C .E . .

Por  1o expuesto,  €1 Pleno

A C U E R D A

La inadmisión a trámite, por ser notoriamente infundada, de

Ia cuest ión de inconst i tuc ional idad núm. 3296/95,  p lanteada por

e1 i luzgado de 1o Social núm. 1 de zaragoza en relación con la

o isposic ión Derogator ia  única de1 Real  Decret ,o  Legis la t ivo

1, /1994,  de 20 de jun io,  por  eI  que se aprueba eI  Texto Refundido

de la Ley General de 1a Seguridad Social.

Madrid, a diecinueve de diciembre de miI novecienLos

nOvenE,a  y 'CanCO.

lJ-W


